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	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

TERCERA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 0137/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTORA GENERAL DE COMERCIO DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ Y CODEMANDADA
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO


San Luis Potosí, S.L.P., a trece de julio de dos mil dieciocho.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 0137/2018-3, promovido por ********** contra actos de la Directora General de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P. y el C. ********** supuesto Inspector adscrito a la Dirección General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; y,

R E S U L T A N D O

ÚNICO.- Mediante acuerdo de trece de febrero de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito signado por ********** mediante el cual demandó a la Directora General de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., y al C. ********** supuesto Inspector adscrito a la Dirección General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; por la nulidad de los siguientes actos: “a) De la autoridad ordenadora denominada DIRECCIÓN GENERAL DE COMERCIO, reclamo la emisión de la orden de verificación números ********** así como la supuesta emisión de la ORDEN DE CLAUSURA DE ACTIVIDADES DEL ESTABLECIMIENTO ubicado en ********** ejecutada el día 02 de febrero de 2018; b) De la autoridad ejecutora, reclamo las diligencias llevada al amparo de la orden de inspección número ********** también reclamo el levantamiento de las actas respectivas del día 02 de febrero de 2018. Así como la emisión y ejecución de la CLAUSURA DEL ESTABLECIMIENTO, ejecutadas el 02 de febrero de 2018.”; manifestando que tuvo conocimiento de tales actos el día dos de febrero de dos mil dieciocho; en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Mediante proveído de seis de marzo de dos mil dieciocho, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda instaurada en su contra, de lo cual se dio vista a la parte actora, para los efectos legales consiguientes; en el propio auto, se tuvieron por ofrecidas las pruebas de las partes y se fijó fecha y hora para la audiencia final; la cual se verificó el veintiséis de marzo de dos mil dieciocho, con asistencia de la autorizada de la parte actora, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con el escrito de demanda e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales de las partes; en periodo de alegatos, se dio cuenta de los formulados por la parte actora, se certificó que no se formularon estos por la autoridad demandada; y se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues exhibió la orden de verificación número ********** acta administrativa de inspección ********** y acta ********** que contiene la infracción impuesta al actor con folio número ********** todas de fecha 02 de febrero de 2018, la primera emitida por la Directora General de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, y las otras dos por el Inspector Adscrito a la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, ********** visibles de la foja 33 a 36 de este sumario. Documentales que tienen valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
La personalidad de la Directora General de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí, quien compareció por sí y como superior jerárquico del  diverso demandado ********** Inspector adscrito al Departamento de Inspección General del Ayuntamiento de San Luis Potosí, quedó acreditada con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor que obra en fojas 68 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado; con valor probatorio pleno de acuerdo a los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
TERCERO.- La Litis de la presente controversia, es determinar la legalidad o ilegalidad de los actos impugnados, consistentes en: 

a) La orden de verificación números ********** así como la supuesta emisión de la ORDEN DE CLAUSURA DE ACTIVIDADES DEL ESTABLECIMIENTO ubicado en ********** ejecutada el día 02 de febrero de 2018, emitidas por la Directora General de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí.

b) Las diligencias llevadas al amparo de la orden de inspección número ********** como son el levantamiento de las actas respectivas del día 02 de febrero de 2018; y la emisión y ejecución de la Clausura del Establecimiento, ejecutadas el 02 de febrero de 2018, por el C. ********** Inspector adscrito a la Dirección de Comercio del Ayuntamiento de San Luis Potosí.
Documentos que fueron exhibidos por la demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, los que obran en fojas de la 33 a 36 del sumario, con valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Cabe aclarar, que si bien es cierto, la parte actora en su escrito de demanda, al referirse al número de la orden de verificación impugnada, señaló el ********** también lo es, que de los documentos que exhibió como prueba y que la autoridad demandada hizo propios, se advierte que el número correcto que corresponde a la orden de verificación y actas impugnadas en el ********** por lo que es este último el que se analiza en la presente sentencia.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, de manera oficiosa, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su contestación que obra en fojas 42 a 63 de este sumario, hizo valer las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228 fracción II y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado, aduciendo que los actos impugnados, al encontrarse apegados fielmente a la legalidad, no afectan los derechos fundamentales de la parte actora, que carece de interés jurídico para interponer el presente procedimiento administrativo. A ese respecto, cabe señalar que dichas causales de improcedencia y sobreseimiento deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustentan, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio. 
Máxime que, como se refirió en el considerando segundo de esta resolución, el interés jurídico de la parte actora se encuentra acreditado ya que al estar dirigidos los actos impugnados a su persona, le pueden generar una posible afectación a su interés jurídico, dado que es titular de un derecho subjetivo que al pretender ser vulnerado por la actuación de la demandada, al emitir los actos que se recurren, faculta al promovente para acudir ante este Tribunal a ejercer su derecho, demandando en el carácter que ostenta; entendiéndose como interés jurídico aquél que tienen las partes con relación a los derechos o a las cosas materia del juicio en el que intervienen.
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”
De acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 3 a 17 de los autos, argumentos que no se transcriben y, por economía procesal, se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable de acuerdo con los siguientes datos: Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”

SEXTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria estima necesario precisar, que atentos al principio de exhaustividad de las sentencias, se tiene la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos, que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, que se traduce en la obligación de analizar, en primer lugar, los motivos de disenso que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para el actor y, solo en el evento de estimarlos infundados, se pronuncie sobre conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos, por tanto, el estudio de los conceptos de impugnación formulados en el escrito de demanda, se debe realizar tomando en cuenta para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio.
Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO   POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional..- Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías..- El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero en curso, aprobó, con el número 3/2005, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de febrero de dos mil cinco.”

Precisado lo anterior, por cuestión de orden se entra al estudio del concepto de impugnación Primero, en el que el actor se duele de violación a las garantías de legalidad y seguridad jurídica, manifestando que los actos impugnados fueron emitidos en contravención a las formalidades esenciales del procedimiento, señalando en forma medular lo siguiente:

“PRIMERO.- EN LA ORDEN DE VERIFICACIÓN ********** EXISTE NOTORIA DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS RELACIONADOS CON EL VISITADO, LO QUE DEMUESTRA LA VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, POR LO QUE PROCEDE DECRETAR SU NULIDAD ASÍ COMO DE TODAS SUS CONSECUENCIAS LEGALES.”
... “...en el caso que nos ocupa, las autoridades administrativas demandadas,... vulneraron mis garantías constitucionales y legales, ya que como puede advertirse de la orden de verificación ********** de fecha 02 de febrero de 2018, en la misma se contienen dos tipos de letra que fueron utilizados en la ilegal orden de verificación, por lo que son evidentemente distintas, ya que... el nombre del establecimiento, domicilio del visitado, fecha de emisión, hora de emisión se encuentran con letra diferente,...”
“...la autoridad demandada no cumplió con la garantía de legalidad a la que se encuentra obligada, pues la orden de verificación no satisface los requisitos legales contenidos en el artículo 16 de la Constitución General del País, 197 del Código Procesal Administrativo del Estado, toda vez que la misma se encuentra elaborada a dos tipos de letra lo que implica una afectación a la garantía de seguridad jurídica,...”
Del estudio del concepto de impugnación citado, esta Sala determina que resulta fundado y suficiente para decretar la ilegalidad de los actos impugnados, de acuerdo con lo siguiente:
Lo anterior es así, toda vez que como se observa en la Orden de Verificación número ********** de fecha 02 de febrero de 2016, emitida por la Directora General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, que obra en foja 33 este sumario, y que adquiere pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ella, conforme lo dispuesto en los artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, no cumple con las formalidades esenciales del procedimiento y con los elementos del acto administrativo de que se trata, siendo en el caso que se analiza, que la orden de verificación se encuentre en forma escrita, en la que se deberá precisar, el propietario y/o encargado del establecimiento, domicilio, municipio, circunstancias que no se hacen constar en el acto impugnado en cuestión, dado que se desprende que la orden de verificación en comento, se encuentra en su contenido con espacios en blanco, siendo los relativos a quien va dirigido, nombre del establecimiento a verificar, domicilio y su ubicación, los cuales son espacios que fueron llenados con bolígrafo, dado que permiten que sean susceptibles de que se completen con bolígrafo, circunstancia que hacen presumir fundadamente que fue el propio inspector quien plasmó en la orden esos datos, sin que se requiera de otro tipo de pruebas como la testimonial o pericial, puesto que salta a la vista el hecho de que originalmente la orden de verificación en comento, fue firmada previamente por la Directora General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, sin asentar nombre de propietario, giro y domicilio del inmueble, los nombres de los inspectores autorizados y la fecha en que se emite.

Se reitera que el nombre y domicilio de la persona a visitar, así como la fecha, hora y lugar de expedición, son partes del escrito contenido en la citada orden de verificación y que aparece con letra realizada manualmente, con bolígrafo de tinta diferente al resto del documento, por lo que es evidente que la orden de verificación de referencia no fue elaborada en su totalidad por el funcionario representante de la autoridad demandada; sin que sea óbice, el hecho de que la ley no prohíba que la orden de inspección, se realice en forma impresa a través de computadora o máquina de escribir o bien, en manuscrito, pues la omisión a que se hace referencia con el mismo tipo de letra utilizado en la orden, permite arribar válidamente a la conclusión de que la autoridad emisora de la orden de inspección impugnada, incurrió en omisiones de las formalidades esenciales del procedimiento y con los elementos del acto administrativo de que se trata; vulnerando así, lo dispuesto por los artículos 14 y 16 Constitucionales e incumpliendo con las formalidades del acto administrativo de que se trata, al no haberse expedido conforme lo dispuesto por los artículos 164 fracción I, 165 fracción I, 197 y 199 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los numerales 73 y 75 del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí; mimos que a la letra refieren:
“Artículo 164. Son elementos del acto administrativo:”
“I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;…”
“Artículo 165. Son requisitos del acto administrativo:”

“I.- Que cumpla con las formalidades del procedimiento;…”

“Artículo 197. Los inspectores y verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad competente, en la que deberá precisarse:”
“I. El nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita;”
“II. El lugar o zona que ha de verificarse;”
“III. El objeto de la visita,”
“IV. El alcance que deba tener, y”
“V. Las disposiciones legales que lo fundamenten”
“Artículo 199. Al iniciar la visita, el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la que se refiere el artículo 197 de este Código, de la que deberá dejar copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del establecimiento.”
Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí.
“Artículo 73.- Los Inspectores  o verificadores, para practicar visitas, deberán estar provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la Dirección o el Jefe del Departamento, en la que deberá de precisarse el nombre de la persona física o moral respecto de la cual se ordena la visita, así como el domicilio en que ha de verificarse, el objeto de la visita, el alcance que deba tener y las disposiciones legales que la funden.”

“Artículo 75.- Al iniciar la visita, el inspector o verificador deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida por la instancia correspondiente del Gobierno Municipal, que lo acredite para desempeñar dicha función, así como la orden de visita correspondiente, de la que deberá dejar copia al titular, autorizado, propietario, responsable, o encargado del establecimiento.”
En esa tesitura, se desprende que la Orden de verificación número ********** debe reunir para su validez, los elementos y requisitos de formalidad establecidos en los numerales antes citados, de lo que se deriva que las órdenes de visita de inspección y verificación se encuentren en forma escrita, en las que deberán precisarse los objetos y alcances de la visita, asimismo las disposiciones legales que las fundamenten, lo que conlleva a que se precise el nombre de la persona respecto de la cual se ordena la visita, así como el lugar o zona que ha de verificarse, circunstancias que no consta en la orden impugnada, pues la misma no se trata de un formato en el que se tenga que efectuar el llenado de espacios, en el que por ende, deban quedar asentados dos tipos de letra notoriamente distintos, el cual uno correspondería a elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el visitado; lo que vulnera en perjuicio del actor, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidos en el párrafo primero del artículo 16 de la Constitución Federal, dado que resulta ilógico que si la autoridad competente dicta una orden de inspección, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra (manuscrita, de máquina de escribir o de computadora según sea el caso) y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado y siendo perfectamente factible que se cumpla con esto último, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emanen órdenes de visita que por sus características pudieran proceder, en cuanto a los datos vinculados con el contribuyente y con la visita concreta que deba realizarse, no de autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla. 
Es menester señalar que la autoridad demandada, al momento de producir su contestación de demanda refiere medularmente, que en los actos impugnados se contiene de manera correcta la debida fundamentación y motivación, ya que la orden de inspección que conforma en sí la visita domiciliaria y de la que se origina el acta circunstanciada final, no afecta en ningún momento el interés jurídico del demandante, pues los mencionados documentos se encuentran revestidos de las formalidades, principios de legalidad y seguridad jurídica, y cumplen a cabalidad con las formalidades y requisitos de todo acto administrativo, que por ello no existe afectación de intereses jurídicos, ni lesión a los derechos fundamentales del actor; sin que le asista la razón a la demandada, pues como se ha venido señalando, la orden de verificación impugnada, incumple con las garantías de legalidad y seguridad jurídica. 
Cabe aclarar, que si bien es cierto, la Directora de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, tiene de conformidad con lo dispuesto por los artículos 3º fracción VII, 4º fracción V, 9º y 64 del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí, potestativamente las facultades de encargada de aplicar y hacer cumplir las normas establecidas en el Reglamento invocado, así como la dependencia competente, dentro de la Administración Pública Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, en regular y vigilar las actividades comerciales que practican los particulares en la jurisdicción de esta Municipalidad, como lo es el ordenar los actos de inspección y vigilancia previstas en las leyes respectivas, también lo es, que dichos actos de autoridad, deben ceñirse a ciertos requisitos, elementos o circunstancias que nuestra Carta Fundamental señala, como ocurre particularmente en aquellos casos en que las ordenes de visita, se encuentren plasmadas en un “formato”, en el que se tenga que efectuar el llenado de espacios, y que por ende, queden asentados dos tipos de letra notoriamente distintos, pues uno correspondería a elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el visitado, aspectos que demuestran evidentemente la violación a las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en el párrafo primero del artículo 16 de la Constitución Federal.
En ese orden de ideas, le asiste razón al promovente para decretar la nulidad de la Orden de Verificación número ********** de fecha 02 de febrero de 2018, emitida por la Directora General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, que obra a fojas 33 de este sumario; por carecer de las formalidades establecidas en los numerales 164 fracción I, 165 fracción I, 197 y 199 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los numerales 73 y 75 del Reglamento para el Ejercicio de las Actividades Comerciales, Industriales y de Prestación de Servicios en el Municipio Libre de San Luis Potosí.

Tienen aplicación la tesis de Jurisprudencia de la Novena Época,  Registro: 190702, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia,  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, Diciembre de 2000, Materia(s): Administrativa, Tesis: XVI.4o. J/3, que dice: 

“ÓRDENES DE VERIFICACIÓN DE CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES FISCALES. NO ES LEGAL QUE POSTERIORMENTE A SU EMISIÓN SE LLENE UN ESPACIO DEJADO EN BLANCO EN EL DOCUMENTO RESPECTIVO. Las órdenes de visita para la verificación del cumplimiento de las obligaciones fiscales, como todo acto de molestia, tienen su fundamento en el artículo 16 constitucional, por lo que, conforme a ese dispositivo, tales mandatos deben constar por escrito y provenir de autoridad competente. De tal suerte, si al expedir y suscribir un mandato de tal naturaleza se señalan en letra impresa el domicilio, el contribuyente y el objeto de la revisión, dejando un espacio en el que con letra manuscrita se consigna el día en que ese mandato deberá verificarse, ello evidencia que ese apartado fue llenado por el visitador encargado de realizar el acto, toda vez que no es factible considerar que se trate de un formato preimpreso, cuando en el documento sí se asentó con caligrafía de molde el domicilio, nombre del gobernado y objeto de la visita, y exclusivamente se dejó para llenar a mano el día de la verificación; de ahí que la orden deba considerarse violatoria del aludido precepto constitucional, ya que dicho visitador carece de facultades para elegir la fecha en que ha de llevarse al cabo, pues sus atribuciones se constriñen a cumplimentar el referido mandato y en ningún caso puede requisitar algún elemento de la orden de verificación.-“CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO.”

Es menester señalar, que siendo que la orden de verificación en comento, fue emitida de forma ilegal de acuerdo a los razonamientos antes vertidos, todos los actos derivados de estas, o que se apoyen en ellas, o que en alguna forma estén condicionados por ellas, también son ilegales por su origen, ya que son accesorias de la principal, por lo cual es procedente declarar su ilegalidad y nulidad lisa y llana, por lo que en tal virtud los demás actos derivados de ese procedimiento, que se hacen consistir en los actos impugnados en este juicio, como lo son: el Acta Administrativa de Inspección folio ********** de fecha 02 de febrero de 2010; la infracción que le fue impuesta al actor con folio ********** de fecha 02 de febrero de 2018, visibles a fojas 34 a 36 de este sumario, así como la orden de clausura y su ejecución mediante el colocado de los sellos en el establecimiento ubicado en ********** de esta ciudad, son actos administrativos que resultan ilegales y viciados desde su origen, por el ilegal acto que los generó, en virtud de que la legalidad del primer acto que les dio origen, es indispensable para que los subsecuentes actos sean legalmente válidos en contenido y ejecución. 
Sirve de apoyo a lo anterior la Jurisprudencia del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, No. Registro: 252,103, Materia(s): Común, Séptima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, 121-126 Sexta Parte, Tesis:, Página: 280. 

“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal..”
En esa tesitura, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede declarar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados consistentes en: la Orden de verificación número ********** emitida por la Directora General de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; el Acta Administrativa de Inspección número ********** la infracción impuesta al accionante con folio ********** emitidas por el Inspector Adscrito a la Dirección de Comercio del H. Ayuntamiento de San Luis potosí, todos de fecha 02 de febrero de 2018; y la orden de clausura y su ejecución mediante el colocado de los sellos en el establecimiento ubicado en ********** de esta ciudad, y por consecuencia se decreta la NULIDAD TOTAL, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.

Ahora bien, en cuanto al colocado de los sellos de clausura en establecimiento ubicado en ********** de esta ciudad, no se procede a ordenar el retiro de los mismos, en razón de que se advierte que la autoridad demandada manifestó que los mismos fueron retirados, acompañando para acreditarlo el acta administrativa de fecha 14 de febrero de 2018, visible en fojas 65 de este expediente, de la cual se dio vista a la actora, sin que al respecto realzara manifestación alguna.
Es preciso señalar que el concepto de impugnación referido se atendió con base en el principio de mayor beneficio para el demandante; por lo que, en tales circunstancias, es ocioso el estudio de los restantes conceptos de impugnación manifestados por la parte actora, ya que aun y cuando resultaren fundados, no mejorarían los beneficios obtenidos en la presente resolución.
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 252 de Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el numeral 255 penúltimo párrafo, del propio ordenamiento legal, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en su oportunidad procesal, una vez que cause estado esta sentencia definitiva; las autoridad demandada, deberá dejar sin efecto cualquier oficio que haya girado al Departamento de Ejecución Fiscal Dependiente de la Tesorería Municipal, para llevar a cabo las gestiones de registro de la sanción impuesta al demandante; y en su caso, se deberá girar los comunicados relativos para cancelar cualquier registro que se hubiere efectuado; debiendo informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.
Para lo cual, con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y, por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
